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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de Inconstitucionalidad 86/2024, así como los Votos Concurrentes de la señora Ministra Sara Irene Herrerías Guerra y del señor Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos.
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Aristides Rodrigo Guerrero Garcia Accibn de inconstitucionalidad 86/2024
Elaboro Palabras Clave
Adalberto Méndez Lépez, ltzel de Paz Ocaria, Oscar #OrientacionSexual #Homosexualidad
Alberto Garcia Solis y Maria José Rodriguez Pinz6n #L ibreDesarrolloPersonalidad

#lgualdad #NoDiscriminacion

La CNDH impugno la porcién normativa “el homosexualismo”,
prevista en el primer parrafo del articulo 192 del Cédigo Penal
para el Estado de Tamaulipas, ya que, a su parecer, vulnera el
derecho a la igualdad y no discriminacion, el libre desarrollo de
la personalidad y el principio de taxatividad, al contemplar
como una conducta sancionada por el delito de corrupcion de
personas menores de edad e incapaces aquella a través de la
éCUél es la cual se recluta, obliga o induce a la practica de Ja

pfOblemétiCa? homosexualidad.

La Corte analizé la intima relacién que la orientacion sexual
tiene con los derechos de libre desarrollo de la personalidad y
i de igualdad y no discriminacién, para determinar que este
écual es EI aspecto identitario es inherente a la persona, por lo que no es
posible modificarse por factores externos, como la voluntad de
ar Ul‘l‘lento un tercero.
central?
i
. ’ El proyecto propone declarar la invalidez de la norma
- @ - impugnada, porque: a) la orientacion sexual constituye un
x k aspecto que depende exclusivamente del ejercicio de la
— autonomia personal, la autodeterminacién sexual, al libre
<7 desarrollo de la personalidad y la vida privada, y b) parte de la
B - - idea discriminatoria de que la homosexualidad constituye un
‘Que reso“"o riesgo para el desarrollo de los nifos, ninas y adolescentes, por
la Corte? lo que debe ser sancionada a través del delito de corrupcion de
personas menores de edad.
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al nueve de diciembre de dos mil veinticinco emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 86/2024, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en contra de la porción normativa “el homosexualismo”, prevista en el artículo 192 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas, reformado mediante Decreto Número 65-825, publicado el veinte de marzo de dos mil veinticuatro en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa.

La problemática jurídica por resolver consiste en determinar si la norma impugnada vulnera el derecho a la igualdad y no discriminación, el libre desarrollo de la personalidad, la seguridad jurídica y el principio de legalidad, en su vertiente de taxatividad, al contemplar como una conducta sancionada por el delito de corrupción de personas menores de edad aquella a través de la cual se recluta, obliga o induce a la práctica de la homosexualidad.

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA

1.
Publicación del Decreto. El veinte de marzo de dos mil veinticuatro, se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Tamaulipas el Decreto número 65-825, por el cual se reformó el artículo 192, del Código Penal para el Estado de Tamaulipas, que contempla el tipo penal de corrupción de personas menores de edad e incapaces, en los términos siguientes:

Código Penal para el Estado de Tamaulipas

ARTICULO 192. Comete el delito de corrupción de menores e incapaces el que procure o facilite a una o varias personas menores de dieciocho años de edad o a quien no tenga capacidad de comprender el significado del hecho, a realizar actos de exhibicionismo corporal, lascivos o sexuales, o los reclute, obligue o induzca por cualquier medio a la práctica de la mendicidad, la ebriedad, el consumo de drogas, la prostitución, el homosexualismo, a formar parte de una asociación delictuosa, o a cometer cualquier delito.

El consentimiento dado por la persona menor de dieciocho años de edad no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal.
2.
Presentación de la demanda. El diecinueve de abril de dos mil veinticuatro, María del Rosario Ibarra Piedra, en su carácter de Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, presentó la demanda de acción de inconstitucionalidad ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la que impugnó la validez de la porción normativa “el homosexualismo”, del artículo 192, primer párrafo, del Código Penal para el Estado de Tamaulipas.

3.
Artículos constitucionales violados. La Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos consideró vulnerados los artículos 1º, 4º, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

4.
Conceptos de invalidez. La Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos expuso los siguientes conceptos de invalidez:

a)
La norma impugnada vulnera los derechos de igualdad y no discriminación, al estar permeada de estigmas y estereotipos en torno a las personas homosexuales, ya que parte de la premisa falsa de que la orientación sexual obedece a factores externos, como la voluntad de un tercero, cuando ésta es intrínseca a toda persona y constituye una manifestación de la autodeterminación y el libre desarrollo de la personalidad.

b)
La porción normativa impugnada parte del estereotipo nocivo de que la homosexualidad es una “práctica” dañina, anormal y antinatural, lo que no sólo refuerza el sistema cis-heteronormativo en el que la heterosexualidad es lo “normal” y lo “aceptable”, sino que desconoce que la orientación sexual no constituye una práctica a través de la cual es posible obligar, reclutar e inducir, sino se trata de una forma libre y autónoma de construir el proyecto de vida.

c)
Esta norma afianza la creencia de que la niñez y la adolescencia carece de capacidad para ejercer su identidad y autodeterminar su orientación sexual, lo que desconoce que estos grupos son plenos titulares de derechos humanos y, por ende, que están en posibilidad de autoidentificarse con cualquiera de las orientaciones sexuales que le den sentido a su existencia, conforme a sus opciones y convicciones, sin injerencias basadas en estigmas y prejuicios.

d)
El artículo impugnado vulnera el principio de taxatividad, ya que no se tiene certeza sobre cómo se deben llevar a cabo las conductas típicas (reclutar, obligar e inducir) para lograr que los niños, las niñas y las personas adolescentes o una persona que no tenga capacidad de comprender el hecho “practiquen la homosexualidad” y, en consecuencia, para que se actualice el delito de corrupción de menores.

5.
Registro y turno. El veintidós de abril de dos mil veinticuatro, la entonces Ministra Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad 86/2024 y turnó el asunto al entonces Ministro Alfredo Gutiérrez Mena para instruir el procedimiento y formular el proyecto de resolución respectivo.

6.
Admisión. El ocho de mayo de dos mil veinticuatro, el entonces Ministro instructor admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad; solicitó a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Tamaulipas que rindieran su respectivo informe y les requirió que remitieran las documentales relacionadas con el procedimiento legislativo y la publicación de la norma general impugnada, y dio vista del asunto al Fiscal General de la República y a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal.

7.
Informe del Poder Legislativo del Estado de Tamaulipas. El doce de junio de dos mil veinticuatro, el Diputado Eliphaleth Gómez Lozano, en su carácter de Presidente de la Mesa Directiva del Congreso del Estado de Tamaulipas, rindió su informe en los siguientes términos:

a)
Improcedencia. La porción normativa “el homosexualismo”, prevista en el artículo 192, primer párrafo, del Código Penal local no tuvo un cambio en sentido normativo, pues la finalidad de la reforma fue tipificar el delito de reclutamiento de personas menores de edad por parte de la delincuencia organizada, sin que impactara el alcance o contenido de dicha conducta.

b)
Los conceptos de invalidez no están dirigidos a combatir el decreto a través del cual se tipificó el reclutamiento de niños, niñas y adolescentes, ya que no se hace valer algún argumento al respecto ni se confronta su contenido con alguna norma constitucional o convencional, sino que la parte accionante trata de deducir un derecho propio o defenderse de los agravios que eventualmente pudiera generar una norma general.

c)
Estudio de fondo. La tipificación del delito a través del cual se induce u obliga a las personas menores de edad e incapaces a la práctica de la homosexualidad no es discriminatoria, ya que no se encuentra dirigida sólo a las personas homosexuales, sino a cualquier persona que realice tales conductas con personas menores de dieciocho años de edad o a quien no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho.

8.
Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Tamaulipas. El catorce de junio de dos mil veinticuatro, Jorge Luis Beas Gámez, en su carácter de Subsecretario de Legalidad y Servicios Gubernamentales de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Tamaulipas, rindió su informe en los siguientes términos:

a)
La norma impugnada no vulnera el principio de taxatividad ni de seguridad jurídica, porque describe claramente las conductas que actualizan el delito de corrupción de personas menores de edad e incapaces y precisa con exactitud las sanciones que derivan de su comisión.

b)
El hecho de que el Congreso de Tamaulipas haya empleado la palabra “homosexualismo” no es discriminatorio, pues atiende a un aspecto identitario como la orientación sexual, por lo que, contrario a lo sostenido por la Comisión accionante, la norma impugnada protege la dignidad de la persona menor de edad y refuerza la prohibición de no discriminación.

9.
Admisión de informes. El nueve de julio de dos mil veinticuatro, el entonces Ministro instructor admitió los informes rendidos por el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso y del Gobernador, ambos del estado de Tamaulipas, y consideró cumplidos los requerimientos formulados en el acuerdo de ocho de mayo de dos mil veinticuatro.

10.
Pedimento. El Fiscal General de la República y la Consejería Jurídica del Gobierno Federal no presentaron pedimentos en el presente asunto.

11.
Cierre de instrucción. El dos de septiembre dos mil veinticuatro, el entonces Ministro instructor tuvo por formulados los alegatos por parte de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. En este mismo acuerdo, declaró el cierre de la instrucción para elaborar el proyecto de resolución del asunto.

12.
Returno. El cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, el Ministro Hugo Aguilar Ortiz, en su calidad de Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, returnó el asunto al Ministro Arístides Rodrigo Guerrero García para instruir el procedimiento y formular el proyecto de resolución respectivo.

I. COMPETENCIA

13.
Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, en términos de lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso c), de la Constitución Política del país
 y 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, en relación con el punto Segundo, fracción II, del Acuerdo General número 2/2025 de este alto tribunal
.

14.
Lo anterior, en virtud de que la Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos planteó la posible contradicción entre el artículo 192, primer párrafo, en su porción normativa “el homosexualismo”, del Código Penal para el Estado de Tamaulipas y los derechos humanos previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en diversos tratados internacionales.

II. PRECISIÓN DE LA NORMA RECLAMADA

15.
De la lectura integral del escrito de demanda presentado por la Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos se advierte que sus conceptos de invalidez están dirigidos a combatir el artículo 192, primer párrafo, en su porción normativa “el homosexualismo”, del Código Penal para el Estado de Tamaulipas, el cual fue reformado mediante el Decreto número 65-825 publicado en el Periódico Oficial del Estado de Tamaulipas el veinte de marzo de dos mil veinticuatro.

III. OPORTUNIDAD

16.
El primer párrafo del artículo 60 de la Ley Reglamentaria establece que el plazo para presentar la acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales y que su cómputo debe iniciarse a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general impugnada sea publicada en el medio oficial correspondiente
.

17.
En este contexto, se advierte que el Decreto número 65-825 por el que se reformó el tipo penal relativo a la corrupción de personas menores de edad e incapaces fue publicado el veinte de marzo de dos mil veinticuatro en el Periódico Oficial de Tamaulipas, por lo que el plazo de treinta días naturales para promover la acción de inconstitucionalidad transcurrió del jueves veintiuno de marzo al viernes diecinueve de abril de dos mil veinticuatro.

18.
A la luz de lo anterior, si la Comisión Nacional de Derechos Humanos presentó su escrito de demanda el diecinueve de abril de dos mil veinticuatro, este Tribunal Pleno concluye que la demanda se presentó de manera oportuna.

IV. LEGITIMACIÓN

19.
De conformidad con el artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política del país
, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos está legitimada para impugnar el Decreto 65-825 por el que se reformó el artículo 192 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas, porque tiene la facultad para combatir las leyes expedidas por el Congreso de la Unión o por los Congresos de las entidades federativas que considere violatorias de derechos humanos.

20.
En el caso, la Comisión accionante consideró que la norma que establece como delito el reclutar, obligar o inducir por cualquier medio a la práctica de la homosexualidad vulnera los derechos a la dignidad humana, a la igualdad y no discriminación, al libre desarrollo de la personalidad, así como los principios de seguridad jurídica y legalidad.

21.
Por otro lado, conforme a lo previsto en el artículo 11 de la Ley Reglamentaria de la materia
, los promoventes deben comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que legalmente estén facultados para ello. Por su parte, el artículo 15, fracción XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
, señala que le corresponde a la titular de dicha dependencia promover las acciones de inconstitucionalidad contra normas que vulneren derechos humanos.

22.
En el presente caso, la demanda fue presentada por María del Rosario Piedra Ibarra, en su carácter de titular de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, personalidad que acreditó a través del acuerdo de designación de doce de noviembre de dos mil diecinueve, suscrito por la Presidenta y el Secretario de la Mesa Directiva de la Sexagésima Cuarta Legislatura del Senado de la República.

23.
En esos términos, este Tribunal Pleno concluye que la acción de inconstitucionalidad fue promovida por parte legitimada para ello.

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO

24.
Las cuestiones relativas a la procedencia de la acción de inconstitucionalidad son de estudio preferente, por lo que se deben analizar las que sean formuladas por las partes, así como aquellas que este alto tribunal advierta de oficio.

25.
En su informe, el Congreso de Tamaulipas alegó que la porción normativa “el homosexualismo”, prevista en el artículo 192, primer párrafo, del Código Penal local no constituía un nuevo acto legislativo susceptible de ser impugnado a través de la presente acción de inconstitucionalidad, pues la reforma se limitó a tipificar el delito de reclutamiento de personas menores de edad por parte de la delincuencia organizada, sin que impactara el alcance o contenido de dicha conducta.

26.
Este Tribunal Pleno considera que debe desestimarse la improcedencia alegada, ya que, a la luz del nuevo criterio adoptado en la acción de inconstitucionalidad 186/2023
, se concluye que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos impugnó oportunamente la porción normativa, pues el decreto a través del cual se modificó este artículo derivó de un procedimiento legislativo en el que se desahogaron todas las etapas y se combatió en el plazo de treinta días dispuesto para ello, como se refirió en el apartado respectivo.

27.
En principio, es importante señalar que en la acción de inconstitucionalidad 186/2023, la nueva integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación decidió abandonar el criterio establecido en la jurisprudencia P./J. 25/2016 (10ª)
, el cual era utilizado para abordar, indistintamente, dos cuestiones de procedencia de las acciones de inconstitucionalidad: la oportunidad en la impugnación de las normas generales y la cesación de sus efectos.

28.
El primero se presenta al verificar si es oportuna la impugnación de una norma general aparentemente nueva o si en realidad se trata de una norma preexistente en el sistema jurídico y que sólo fue publicada en términos idénticos, con cambios menores de redacción o correcciones de técnica legislativa. El segundo tiene lugar al analizar si la norma impugnada ha sido privada de los efectos que provee al sistema jurídico de que se trata, como consecuencia de la publicación de una norma posterior que la sustituye.

29.
Para resolver ambas problemáticas, la anterior integración de este Tribunal Pleno estableció que debían reunirse los siguientes aspectos para considerar que se estaba en presencia de un nuevo acto legislativo: a) se llevó a cabo un proceso legislativo (iniciativa, dictamen, discusión, aprobación, promulgación y publicación); y b) la modificación normativa fue sustantiva o material, es decir, se modificó la trascendencia, el contenido o el alcance del precepto.

30.
Sin embargo, este tratamiento indistinto derivó en un criterio meramente formal que privilegiaba la impugnación de cualquier norma surgida de un procedimiento legislativo, pero también que se sobreseyera cuando se cumplieran estas condiciones; mientras que un criterio meramente material implicó que no se pudieran analizar normas anteriores a la existencia de la acción de inconstitucionalidad y que se mantuvieran intocadas, a pesar de ser reformadas en aspectos secundarios.

31.
Por esta razón, la nueva integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación decidió adoptar un criterio híbrido conforme al cual un nuevo acto legislativo debe entenderse de forma distinta si se evalúa la oportunidad para la impugnación de normas generales en una acción de inconstitucionalidad, o si se analiza la cesación de los efectos de la norma impugnada.

32.
En ese sentido, de acuerdo con este nuevo criterio, para determinar si es oportuna la impugnación de una norma general, será suficiente que se agote el procedimiento legislativo en todas sus etapas para considerar que existe un nuevo acto legislativo, por lo que será innecesario verificar que existió una modificación en el sentido o el alcance de la norma para poder entrar a su estudio.

33.
De este modo, el hecho de que la reforma haya implicado sólo un cambio de numeración, una reiteración del contenido de la norma anterior o, en general, cualquier modificación en aspectos secundarios, no será un obstáculo para que la Suprema Corte analice la constitucionalidad de la norma.

34.
Por su parte, para determinar si debe sobreseerse por cesación de efectos respecto de la norma impugnada, no sólo debe agotarse el procedimiento legislativo en todas sus etapas, sino que además es necesario que se modifique la trascendencia, el contenido o el alcance de la norma impugnada, de forma que una modificación al sentido normativo será un nuevo acto legislativo.

35.
De esta manera, si una vez promovida la acción de inconstitucionalidad, el precepto combatido es reformado en cuestiones secundarias o de técnica legislativa (se recorre a otra fracción, se modifica el número del artículo o se reproduce íntegramente el contenido de la norma impugnada), ello no será un impedimento para que la Suprema Corte analice la constitucionalidad de la norma originalmente cuestionada.

36.
Esta forma híbrida de entender el nuevo acto legislativo permite garantizar la justiciabilidad de un universo más amplio de normas generales y la efectividad de la acción de inconstitucionalidad, ya que permite un control constitucional más accesible y evita técnicas dilatorias que impiden el dictado de resoluciones de fondo en las que se analice y resuelva si los ordenamientos jurídicos federales y locales son acordes a los derechos humanos previstos constitucional y convencionalmente.

37.
A la luz de lo anterior, este Tribunal Pleno concluye que no se actualiza la causal de improcedencia relativa a la extemporaneidad de la demanda, ya que el Decreto número 65-825 por el cual se reformó el artículo 192 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas, que contempla el tipo penal de corrupción de personas menores de edad e incapaces, derivó de un procedimiento legislativo en el que se desahogaron todas las etapas: iniciativa, dictamen, discusión, aprobación, promulgación y publicación
.

38.
A través de esta reforma legislativa se incluyeron los verbos “reclutar” y “obligar” de forma previa a las conductas que configuran el delito de corrupción de personas menores de edad e incapaces, incluyendo la práctica de la homosexualidad, es decir, amplió los supuestos a través de los cuales puede cometerse la conducta delictiva y, por tanto, el espectro de punibilidad de este tipo penal. Además, se precisó que el consentimiento otorgado por las personas menores de edad e incapaces no constituye una excluyente de la responsabilidad penal.

39.
Por estas razones, el Tribunal Pleno concluye que la demanda presentada por la Comisión Nacional de Derechos Humanos es procedente, ya que la norma impugnada derivó del desahogo y agotamiento de todas las etapas del procedimiento legislativo, en el que se introdujeron nuevos verbos rectores que ampliaron la descripción típica del delito de corrupción de personas menores de edad e incapaces para abarcar conductas que antes no se encontraban previstas expresamente en la norma.

40.
Finalmente, el Poder Legislativo local señaló que los conceptos de invalidez planteados por la Comisión accionante no estaban dirigidos a combatir el decreto a través del cual se tipificó el reclutamiento de niños, niñas y adolescentes por parte de los grupos de la delincuencia organizada, ya que no se hizo valer algún argumento al respecto ni se confrontó su contenido con alguna norma constitucional o convencional.

41.
Sin embargo, de la lectura de la demanda, se advierte claramente que la pretensión de la accionante fue combatir la porción normativa “el homosexualismo”, previsto en el primer párrafo del artículo 192 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas, por lo que planteó diversos argumentos para sostener que el precepto vulnera los derechos a la igualdad y no discriminación, al libre desarrollo de la personalidad, así como los principios de seguridad jurídica y legalidad.

42.
De esta manera, este Tribunal Pleno considera que tampoco le asiste razón al Congreso de Tamaulipas, pues en dicho escrito la accionante planteó claramente que la norma está permeada de estigmas en torno a las personas homosexuales, ya que parte de la premisa falsa de que la orientación sexual obedece a factores externos, como la voluntad de un tercero, lo que desconoce que se trata de un aspecto intrínseco a toda persona y constituye una manifestación de la autodeterminación y el libre desarrollo de la personalidad.

43.
Al no haberse planteado otra causal de improcedencia ni advertiste alguna de oficio, este Tribunal Pleno procede a estudiar el fondo de la cuestión planteada.

VI. ESTUDIO DE FONDO

44.
En su demanda, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos impugna la porción normativa “el homosexualismo”, prevista en el primer párrafo del artículo 192 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas, ya que, a su parecer, vulnera el derecho a la igualdad y no discriminación, el libre desarrollo de la personalidad, la seguridad jurídica y el principio de taxatividad, al contemplar como una conducta sancionada por el delito de corrupción de personas menores de edad e incapaces aquella a través de la cual se recluta, obliga o induce a la práctica de la homosexualidad.

45.
Este Tribunal Pleno considera que los conceptos de invalidez planteados por la Comisión accionante son fundados, porque la norma reclamada parte de la idea discriminatoria de que la homosexualidad constituye un riesgo para el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes, por lo que debe ser sancionada a través del delito de corrupción de personas menores de edad.

46.
La orientación sexual forma parte del libre desarrollo de la personalidad de todo individuo, el cual permite que la persona elija, de forma libre y autónoma, la forma en que desea proyectarse y vivir su vida en el plano sexual e identitario, conforme a sus propios deseos, aspiraciones, valores, metas e intereses, por lo que sólo a ella le corresponde decidir autónomamente sobre ellos
.

47.
Entre los derechos personalísimos que componen al libre desarrollo de la personalidad, se encuentra el derecho a la identidad. Este se refiere al conjunto de atributos y características que permiten la individualización de una persona en sociedad y comprende varios aspectos, como el nombre, la vida privada, la autonomía personal, la igualdad, así como la orientación sexual y la identidad de género
.

48.
Este derecho se encuentra íntimamente ligado a la persona en su individualidad específica y a su vida privada, las cuales se sustentan en una experiencia histórica y biológica, así como la forma en que se relaciona con las demás personas, a través del desarrollo de vínculos en el plano familiar y social. El afianzamiento de esta individualidad supone que la persona pueda exteriorizar su modo de ser, de acuerdo con sus íntimas convicciones, y sea tratada de acuerdo con estos aspectos esenciales de su personalidad, sin más limitaciones que las que imponen los derechos de terceras personas
.

49.
En ese sentido, el derecho a la identidad veda toda actuación estatal o de terceros que procure la instrumentalización de la persona, es decir, que la convierta en un medio para fines ajenos a las elecciones sobre su propia vida, su cuerpo y el desarrollo pleno de su personalidad
. Esto garantiza que cada ser humano, en cualquier momento de su vida, pueda decidir libremente sobre los aspectos más fundamentales de su existencia, sin ser objeto de control, coerción o imposición por parte de terceros o del Estado.

50.
En la acción de inconstitucionalidad 140/2024
, el Tribunal Pleno determinó que la diversidad sexual y de género engloba todas las posibilidades que tienen las personas de asumir, expresar y vivir su sexualidad, así como de adoptar expresiones, preferencias u orientaciones e identidades sexo-genéricas, lo que incluye la forma en que se relacionan sexo-afectivamente, cómo se auto-perciben y la manera en que expresan su identidad. Parte del reconocimiento de que todos los cuerpos, todas las sensaciones y todos los deseos tienen derecho a existir y manifestarse, sin más límites que el respeto a los derechos de las otras personas
.

51.
Así, la orientación sexual, como parte de la diversidad sexo-genérica, se refiere a la capacidad de cada persona de sentir una profunda atracción emocional, afectiva y/o sexual por personas de un género distinto al suyo (heterosexual), de su mismo género (homosexual), de más de un género (bisexual o pansexual) o no sentir atracción (asexual), así como la capacidad de mantener relaciones íntimas y sexuales con estas personas
.

52.
La orientación sexual suele definirse en las primeras etapas de la vida: la niñez y la adolescencia. En términos generales, las personas jóvenes LGBTIQ+ suelen ser conscientes de su atracción por el mismo sexo alrededor de los 10 años, mientras que su autodefinición como homosexuales, lesbianas o bisexuales ocurre, en promedio, a los 13.4 años, aunque existen casos en los que su identificación fue desde los 5 a 7 años
.

53.
En ese sentido, todas las personas tienen una orientación sexual. Este aspecto no es inmutable o permanente, sino que puede variar a lo largo del tiempo, por lo que una persona puede sentirse atraída por un género en una etapa de su vida y, posteriormente, sentir atracción por otro e identificarse como parte de otra orientación sexual
.

54.
Además, la orientación sexual se define desde una perspectiva relacional
: depende tanto del género de quien experimenta la atracción como del género de la persona hacia quien se dirige dicha atracción. Así, por ejemplo, una mujer trans que se siente atraída por una mujer cisgénero (es decir, una persona cuya identidad de género coincide con el sexo que se le asignó al nacer) puede identificarse como lesbiana; del mismo modo, un hombre cisgénero que se siente atraído por una mujer trans puede reconocerse como heterosexual.

55.
Sin embargo, en este punto es importante precisar que la orientación sexual es una dimensión distinta tanto del sexo asignado al nacer como de la identidad de género
. Mientras el primero se determina con base en características biológicas y la segunda con base en la vivencia interna e individual del género con el que una persona se identifica, la orientación sexual se refiere a la atracción emocional, afectiva y/o sexual que una persona puede sentir hacia otras.

56.
Esta distinción es relevante porque permite comprender que la atracción y el deseo sexual no están determinadas por el sexo o el género de quien las siente. Entonces, el hecho de que una persona sea trans, cisgénero o no binaria (categorías que aluden a la identidad de género) no predetermina hacia quién puede sentirse atraída y, por ende, cómo definen su orientación sexual: heterosexual, homosexual, bisexual, pansexual, asexual, entre otras.

57.
Además, el identificar y reconocer la independencia entre estas categorías (sexo, identidad de género y orientación sexual) evita la reproducción de estereotipos nocivos que vinculan la orientación sexual con el sexo biológico o con las expresiones de género. Esta distinción impide asumir que las mujeres y los hombres son heterosexuales por naturaleza, o que una persona que tiene comportamientos asociados culturalmente con la feminidad o la masculinidad tiene una orientación determinada.

58.
Ahora, si bien es cierto que el artículo 1° constitucional establece la prohibición de ejercer algún acto de discriminación con base en la “preferencia sexual”, este Tribunal Pleno considera que el término más apropiado es el de orientación sexual. Esto con base en dos razones fundamentales:

a)
La primera, ya que las preferencias sexuales se relacionan con una gama muy amplia de actividades y prácticas sexuales como comportamientos, deseos o fantasías sexuales, lo que podría incluir, por ejemplo, optar por cierto modelo relacional como la monogamia o el poliamor.

b)
La segunda, es que este término se ha utilizado como argumento para sostener que la atracción erótico-afectiva se elige y, por tanto, puede ser susceptible de ser modificada a través de prácticas psicológicas, psiquiátricas, religiosas o académicas que tengan por objeto cambiar la orientación sexual, la identidad o expresión de género de una persona. A estas prácticas se les conoce comúnmente como “terapias de conversión”, y también han sido definidas como Esfuerzos para Corregir la Orientación Sexual, la Identidad y Expresión de Género (ECOSIEG)
.

59.
Ahora, como se señaló con anterioridad, uno de los componentes esenciales de todo plan de vida y de la individualización de las personas es, precisamente, la orientación sexual. Este aspecto debe entenderse como parte de una construcción identitaria que no está condicionada por factores externos, como la voluntad de terceros, las expectativas sociales, familiares o culturales o los ECOSIEG.
60.
Las orientaciones sexuales constituyen aspectos que dependen exclusivamente de la apreciación subjetiva de quienes lo detentan, ya que responden a la complejidad de la naturaleza humana, a la manera en que elige desarrollar su personalidad y a la imagen que desea proyectar ante sí misma y frente a la sociedad
.

61.
En ese sentido, dado que estos aspectos identitarios atienden exclusivamente a la autonomía personal, a la autodeterminación sexual, al libre desarrollo de la personalidad y a la vida privada, se excluye la injerencia de terceras personas en las decisiones relacionadas con su ejercicio
.

62.
Al ser elementos constitutivos y constituyentes de la identidad de la persona, su reconocimiento estatal resulta de vital importancia para garantizar el pleno goce de los derechos humanos de las personas que integran la comunidad LGBTIQ+
. Esto incluye la eliminación de aquellas normas que estén permeadas de estereotipos relacionados con la orientación sexual, las cuales se basan en la idea errónea de que ésta puede ser modificada a través de la coacción o la inducción por parte de una tercera persona.

63.
En ese sentido, el reconocimiento de las orientaciones sexuales no normativas exige que no se establezcan normas, prácticas o políticas públicas basadas únicamente en el rechazo del conglomerado social hacia estilos de vida particulares, motivadas por miedos, estereotipos o prejuicios sociales y morales desprovistos de justificación razonable
.

64.
De esta manera, ninguna norma, decisión o práctica de derecho interno, sea por parte de autoridades estatales o por particulares, puede disminuir o restringir, de modo alguno, los derechos de una persona a partir de su orientación sexual, sea real o percibida
, pues ello contravendría la prohibición de no discriminación prevista en los artículos 1° constitucional y 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

65.
Por un lado, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho a la igualdad y a la no discriminación en el último párrafo de su artículo 1
. Este derecho implica que todas las personas son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por origen étnico o nacional, género, edad, discapacidad, religión, orientación sexual o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

66.
Por su parte, la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 1.1 establece que los Estados Parte se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos sin discriminación
. La Corte Interamericana ha sostenido que el derecho de igualdad y a la no discriminación pertenece al ius cogens
, pues sobre él descansa todo el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional
.

67.
Este derecho posee un carácter fundamental para la salvaguarda de los derechos humanos y, por consiguiente, los Estados tienen la obligación de respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades sin discriminación alguna; de no introducir en su ordenamiento jurídico regulaciones discriminatorias; de eliminar las regulaciones de carácter discriminatorio, así como de combatir las prácticas discriminatorias
.

68.
El derecho humano a la igualdad obliga a todas las autoridades de todos los órdenes de gobierno, en el ámbito de sus competencias, pues su observancia debe ser un criterio básico para la producción normativa, para su interpretación y para su aplicación
. De tal forma que cualquier tratamiento que pueda resultar discriminatorio respecto del ejercicio de un derecho humano, por sí mismo, es incompatible con el orden constitucional.

69.
Particularmente, tratándose de personas de la diversidad sexo-genérica, la prohibición de no discriminación consiste en que ninguna norma, decisión o práctica jurídica, social, económica, política o de cualquier otra índole, ya sea adoptada por parte de autoridades estatales o por particulares, disminuya o restrinja, de modo alguno, los derechos de una persona a partir de su orientación sexual, su identidad de género y/o su expresión de género
.

70.
Las formas de discriminación en contra de las personas de la diversidad sexo-genérica se manifiestan tanto en el ámbito público como en el privado, a través de discriminación estructural, estigmatización y diversas formas de violencia y violaciones a sus derechos fundamentales. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la violencia ejercida por razones discriminatorias cuyo propósito es impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos de la persona objeto de dicha discriminación, independientemente de si la persona se autoidentifica o no con una determinada categoría
.

71.
El derecho a la no discriminación por orientación sexual no se limita al mero reconocimiento de estos aspectos, sino que su protección se extiende a las diversas formas en que las personas se expresan y manifiestan, así como las implicaciones que estos aspectos tienen en la construcción de su proyecto de vida
, lo que incluye las decisiones relacionadas con su apariencia, comportamiento, relaciones afectivas y sociales y el ejercicio de otros derechos como el trabajo, la educación o la salud.

72.
Al respecto, la discriminación puede fundamentarse en una orientación sexual real o percibida, es decir, una persona puede ser discriminada con motivo de la percepción que otras tengan acerca de su relación con un grupo o sector social, independientemente de que ello corresponda con la realidad o con la autoidentificación de la víctima. Al igual que otras formas de discriminación, la persona es reducida a la única característica que se le imputa, sin que importen otras condiciones personales
.

73.
Ahora bien, como se estableció en la acción de inconstitucionalidad 140/2024, los impactos y las consecuencias de la discriminación se tornan particularmente graves cuando se ejerce en contra de niños, niñas y adolescentes, ya que la edad y su orientación sexual confluyen de forma interseccional, al ser percibidas como personas incapaces de definir este aspecto personalísimo debido a su inmadurez.

74.
Sin embargo, como parte de la visión adultocéntrica, se ha considerado que los niños, las niñas y las personas adolescentes carecen de libertad y de autonomía para definir su orientación sexual conforme a sus propios deseos, anhelos y aspiraciones, por lo que requieren ser guiados, orientados e incluso “corregidos” por las personas adultas. Esta concepción desconoce que este proceso identitario forma parte de su desarrollo integral, de la formación de su personalidad y de un aspecto inherente a su autonomía progresiva.

75.
A partir de esta visión, las personas que integran la comunidad LGBTIQ+, o quienes son percibidas como parte de este grupo, son expuestas –desde etapas iniciales de su vida— a ambientes de violencia, hostilidad y discriminación. Muchas de estas manifestaciones están basadas en el deseo de “castigar” sus identidades, expresiones, comportamientos o corporalidades por diferir de las normas y roles de género tradicionales, o por ser contrarias al sistema cisgénero-heterosexual
, incluso cuando lo hagan de forma inconsciente.

76.
El alcance de esta discriminación y violencia incluye el rechazo y la exclusión de sus familias y comunidades; la expulsión de sus hogares; el aislamiento por parte de sus compañeros y compañeras de escuela; el acoso e intimidación escolar (bullying); el ausentismo, el abandono, la expulsión o la negativa a su inscripción escolar; la ejecución de actos de violencia física, psicoemocional y sexual, incluyendo las violaciones sexuales correctivas e incluso la muerte
.

77.
La violencia y la discriminación ejercida contra niños, niñas y jóvenes de la diversidad sexo-genérica genera impactos sumamente negativos en el ejercicio de sus derechos, ya que, por su edad y etapa de desarrollo físico y emocional, la exposición a estos actos e ideas hirientes y al abuso emocional inherente a los mismos restringen su identidad, dañan su autoconcepto e impiden que desarrollen libremente su personalidad y se definan conforme a sus propias convicciones.

78.
Una vez precisado lo anterior, este Tribunal Pleno procede a analizar si el artículo 192, primer párrafo, en la porción normativa “el homosexualismo” es inconstitucional por vulnerar los derechos al libre desarrollo de la personalidad y de igualdad y no discriminación. Para ello, es importante recordar que la norma impugnada dispone lo siguiente:

ARTICULO 192. Comete el delito de corrupción de menores e incapaces el que procure o facilite a una o varias personas menores de dieciocho años de edad o a quien no tenga capacidad de comprender el significado del hecho, a realizar actos de exhibicionismo corporal, lascivos o sexuales, o los reclute, obligue o induzca por cualquier medio a la práctica de la mendicidad, la ebriedad, el consumo de drogas, la prostitución, el homosexualismo, a formar parte de una asociación delictuosa, o a cometer cualquier delito.

El consentimiento dado por la persona menor de dieciocho años de edad no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal.

79.
El artículo impugnado, que se encuentra en el título quinto denominado “Delitos contra la moral pública”, regula el delito de corrupción de personas menores de edad e incapaces como aquel a través del cual se les procura o facilita a realizar actos lascivos o sexuales o de exhibicionismo corporal, o bien, se les recluta, obliga o induce a la práctica de la mendicidad, la ebriedad, el consumo de drogas, el trabajo sexual (prostitución), al homosexualismo, a formar parte de una asociación delictuosa o a cometer algún delito.

80.
Al respecto, la Comisión accionante sostiene que la porción normativa impugnada vulnera los derechos de igualdad y no discriminación, al estar permeada de estigmas y estereotipos en torno a las personas homosexuales, ya que parte de la premisa falsa de que la orientación sexual obedece a factores externos, cuando ésta es intrínseca a toda persona y constituye una manifestación del libre desarrollo de la personalidad.

81.
Este Tribunal Pleno concluye que el concepto de invalidez es fundado, ya que la orientación sexual constituye un aspecto que es inherente a la identidad y a la autoidentificación de las personas. Este elemento resulta de una apreciación subjetiva de quienes la detentan, que responde a la manera en la que elige desarrollar su personalidad, sin que pueda ser objeto de control, coerción o imposición por parte de terceros o del Estado.

82.
De esta manera, el hecho de que el Congreso de Tamaulipas haya previsto como una modalidad del delito de corrupción de personas menores de edad e incapaces el reclutamiento, la coacción y la inducción de la práctica de la homosexualidad parte de la idea errónea y nociva de que la orientación sexual es un aspecto que obedece a factores externos y, en consecuencia, que puede modificarse a través de la voluntad de un tercero.

83.
En ese sentido, la porción normativa impugnada no sólo desconoce que la orientación sexual forma parte del ámbito más íntimo de la autodeterminación personal y constituye un aspecto inherente a la existencia y a la identidad de todo individuo, sino que parte de un modelo que considera que la homosexualidad y otras orientaciones sexuales no normativas constituyen una conducta reprochable o un riesgo para el desarrollo de los niños, niñas y adolescentes, por lo que deben ser sancionadas a través del delito de corrupción de personas menores de edad.

84.
Al respecto, este Tribunal Pleno ha determinado que el delito de corrupción de menores e incapaces tiene como finalidad tutelar el desarrollo integral de estos grupos, al reconocer que estas conductas constituyen una forma de alteración, instigación o influencia indebida sobre la psique de la víctima
, lo que afecta su autonomía progresiva, su libertad y seguridad sexuales, su integridad personal, su salud y su crecimiento en un entorno seguro.

85.
En ese sentido, el hecho de sancionar penalmente a la persona que reclute, obligue o induzca a un niño, niña, adolescente o incapaz para practicar la homosexualidad parte de la premisa de que una orientación sexual que no sea heteronormativa
 constituye una desviación moral o una conducta antisocial susceptible de ser corregida o prevenida mediante la intervención penal. Esto se refuerza si se toma en consideración que el legislador tamaulipeco contempló este delito como parte de aquellos que atentan contra la moral pública.

86.
Por estas razones, este Tribunal Pleno considera que la norma no sólo atenta contra el libre desarrollo de la personalidad y el derecho a la identidad, sino que también es discriminatoria, ya que parte de un modelo basado en la heteronormatividad, que supone y exige que las personas sólo sientan atracción erótico-afectiva por las personas de un género diferente al propio, bajo la creencia de que esta condición es la única natural, normal o aceptable
.

87.
Desde esta perspectiva se han implantado estigmas basados en la concepción de que sólo las personas y heterosexuales viven una sexualidad considerada éticamente válida y social y culturalmente legítima. Esta visión se encuentra permeada en la norma impugnada, a través de la cual se sanciona penalmente a quienes induzcan o coaccionen a una persona menor de edad o incapaz a practicar la homosexualidad, partiendo de la base de que es una conducta reprochable, negativa o un peligro para la sociedad y la moral pública.

88.
Ahora bien, la norma impugnada también anula la autonomía progresiva de los niños, niñas y adolescentes, al desconocer que la orientación sexual suele definirse desde las primeras etapas de vida y forma parte de la construcción de la identidad de cualquier persona, por lo que no es un aspecto que pueda modificarse y, en consecuencia, que un tercero pueda inducir, obligar o reclutar para que se practique una orientación sexual distinta, como la homosexualidad.

89.
El precepto bajo análisis parte de un modelo adultocéntrico que sostiene que las personas menores de edad carecen de libertad y autonomía para definir su propia orientación sexual conforme a sus deseos, anhelos y aspiraciones; para proyectarse ante sí misma y ante la sociedad conforme a sus propias convicciones personales, así como para adoptar las decisiones relacionadas con su apariencia, comportamientos y sus relaciones afectivas y sociales.

90.
Si bien el Congreso de Tamaulipas tuvo la intención de garantizar el correcto desarrollo psicosocial de los niños, niñas y adolescentes al ampliar el ámbito de protección del delito de corrupción de personas menores de edad, lo cierto es que el incluir la práctica de la homosexualidad como parte de las conductas sancionadas no abona de ninguna manera a dicha protección, por el contrario, refuerza el contexto de estigma, discriminación y violencia que viven las infancias y adolescencias de la diversidad sexual.

91.
La previsión de esta conducta no sólo les despoja de su individualidad y su autonomía para autodeterminarse en todos los ámbitos de su vida –incluyendo en el plano sexual y afectivo—, sino que refuerza la percepción de que una orientación sexual no normativa constituye un problema que debe remediarse o utilizarse como justificación para legitimar actos de violencia contra las personas afectadas, como la práctica de los denominados “Esfuerzos para Corregir la Orientación Sexual o la Identidad de Género” también conocidos por su acrónimo ECOSIEG, prácticas que buscan modificar o suprimir aspectos esenciales de la identidad de las personas. En consecuencia, mantener esta redacción no sólo contraviene los derechos humanos de las personas LGBTIQ+, sino que perpetúa ideas discriminatorias incompatibles con los principios de dignidad, igualdad y libre desarrollo de la personalidad.

92.
En efecto, esta perspectiva parte de una visión estereotipada sobre la orientación sexual, bajo la cual se han convalidado las terapias de conversión, las cuales refieren a aquellas prácticas de diversa índole (psicológica, médica, religiosa, psiquiátrica) que tienen el propósito de cambiar la orientación sexual o la identidad de género de una persona, al partir de una base ideológica de que estos aspectos son “anormales” y pueden y deben modificarse cuando no se alinean a las normas heterosexuales y cisgénero que rigen en la sociedad
.

93.
Como el Tribunal Pleno estableció en la acción de inconstitucionalidad 140/2024, estas prácticas carecen de sustento, al no existir evidencia científica o médica válida que permita sostener fehacientemente que estos mecanismos inciden o modifican la orientación sexual e identidad de género de las víctimas
; son antiéticos, al ser proveídos por personas que carecen de idoneidad profesional y ofrecen prácticas que prometen “curar” algo que no es una enfermedad
, y no son eficaces, al no mostrar un cambio en la orientación sexual o identidad de género de la persona
.

94.
Como se sostuvo en dicho precedente, los ECOSIEG constituyen actos de discriminación en contra de las personas que pertenecen a la diversidad sexo-genérica, ya que parten de la premisa de que su orientación sexual e identidad de género son incorrectas, inferiores o anormales, y tienen el objetivo de modificar, restringir y anular estos aspectos intrínsecos de los cuales no se puede prescindir sin perder su identidad.

95.
Finalmente, la Comisión Nacional de Derechos Humanos planteó que el artículo impugnado vulnera el principio de legalidad, en su vertiente de taxatividad, ya que no se tiene certeza sobre cómo se deben llevar a cabo las conductas típicas (reclutar, obligar e inducir) para lograr que los niños, niñas y adolescentes o una persona que no tenga capacidad de comprender el hecho “practiquen la homosexualidad” y, en consecuencia, para que se actualice el delito de corrupción de menores.

96.
Este Tribunal Pleno considera que le asiste razón a la Comisión accionante. Este principio exige que la norma penal no sea vaga, imprecisa, abierta o demasiado amplia, sino que esté redactada en términos específicos, claros y exactos, a fin de que la persona destinataria conozca con certeza las conductas sancionadas, incluyendo todos sus elementos, características, condiciones, términos y plazos, a fin de evitar confusiones en su aplicación
.

97.
De esta manera, se coincide con la accionante respecto a que la norma impugnada no es taxativa, ya que utiliza un concepto indeterminado como lo es la “práctica de la homosexualidad”, sin que el Congreso de Tamaulipas defina, detalle o desarrolle las conductas, los comportamientos o elementos que configuran el tipo penal. Esto genera incertidumbre jurídica tanto a las personas destinatarias, como a las personas juzgadoras, lo que puede generar arbitrariedades y discrecionalidad en su aplicación.

98.
En efecto, la inexactitud de la norma impugnada puede dar pauta a sancionar a los progenitores, a las personas que detentan la patria potestad o la tutela de las personas menores de edad e incapaces que forman parte de la diversidad sexo-genérica, bajo el argumento de que les indujeron o coaccionaron para ejercer una orientación sexual no normativa. Esta criminalización no sólo refuerza el estigma que recae en este grupo al interior de las familias, sino que incentiva que las personas adultas les repriman e inhiban la expresión de su identidad.

99.
Por estas razones, lo procedente es declarar la invalidez de la porción normativa “el homosexualismo”, prevista en el primer párrafo del artículo 192 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas por vulnerar los derechos a la igualdad y no discriminación, el libre desarrollo de la personalidad y el principio de legalidad en materia penal, en su vertiente de taxatividad.

100.
En el caso concreto, la inconstitucionalidad de la porción normativa debe declararse de forma directa, sin necesidad de someterla al test de escrutinio estricto, debido a que la discriminación es manifiesta, evidente y basada en un mero prejuicio.

101.
En supuestos como el presente, en los que la norma reproduce estereotipos abiertamente denigrantes, el examen de proporcionalidad no es necesario, pues no existe un fin constitucionalmente válido que pudiera legitimar un trato desigual de esta naturaleza.

102.
Al respecto, cabe precisar que el test de escrutinio estricto no es de aplicación general ni procede frente a cualquier derecho
. Por ejemplo, en la acción de inconstitucionalidad 2/2010, resuelta el 16 de agosto de 2010, el Tribunal Pleno determinó que no procede aplicar un test de escrutinio estricto de constitucionalidad, porque, en el caso, la norma impugnada no restringe derechos ni discrimina, sino que amplía derechos para garantizar la igualdad, lo que justifica un análisis de razonabilidad y no de proporcionalidad reforzada.

103.
Bajo ese contexto, someter a la norma impugnada en el presente caso a un test de escrutinio estricto sería no sólo innecesario, sino revictimizante, pues implicaría someter a análisis la posibilidad —constitucionalmente inexistente— de que estigmatizar la orientación sexual pudiera constituir un medio idóneo o necesario para alcanzar un fin legítimo.

104.
El test mencionado está diseñado para evaluar restricciones potencialmente justificables a derechos fundamentales; sin embargo, no puede utilizarse para dar apariencia de legitimidad a distinciones que, por su propio contenido, son evidentemente discriminatorias.

VII. EFECTOS

105.
El artículo 73, en relación con los numerales 41, 43, 44 y 45, todos de la Ley Reglamentaria de la materia, señalan que las sentencias deberán contener los alcances y efectos de la misma, fijando con precisión los órganos obligados a cumplirla, las normas generales respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda.

106.
Declaratoria de invalidez. De acuerdo con la parte considerativa de este fallo, se declara la invalidez de la porción normativa “el homosexualismo”, prevista en el primer párrafo del artículo 192 del Código Penal del Estado de Tamaulipas.

107.
Invalidez por extensión. Asimismo, este Pleno estima debe declararse la invalidez, por extensión, de la porción normativa “o a las prácticas homosexuales,” prevista en el segundo párrafo del artículo 193, toda vez que, acorde con las consideraciones establecidas en el apartado VI, el hecho de que el Congreso de Tamaulipas haya previsto como una consecuencia del delito de corrupción de personas menores de edad e incapaces la inducción de la práctica de la homosexualidad parte de la idea errónea y nociva de que la orientación sexual es un aspecto que obedece a factores externos y, en consecuencia, que puede modificarse a través de la voluntad de un tercero.

108.
Lo anterior, conforme al artículo 41, fracción IV, de la ley reglamentaria de la materia
, así como a la jurisprudencia 53/2010 de rubro “CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES Y ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR LA INVALIDEZ INDIRECTA DE LAS NORMAS”
, ya que la porción normativa “o a las prácticas homosexuales” del párrafo segundo del artículo 193 del propio código comparte el mismo vicio de inconstitucionalidad que el artículo 192 y depende directamente de éste, al establecer una agravante para el delito de corrupción de menores.

ARTICULO 193. Al responsable del delito a que se refiere el artículo anterior se le impondrá una sanción de cinco a diez años de prisión y multa de cuatrocientas a mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización.

Cuando los actos de corrupción se realicen reiteradamente sobre el mismo menor o incapaz la sanción a imponer será de seis a doce años de prisión y multa de quinientos a mil doscientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. Si debido a esa conducta reiterada de corrupción sobre el mismo menor o incapaz éste adquiera los hábitos de alcoholismo, uso de substancias tóxicas u otras que produzcan efectos similares, o se dedique a la prostitución, o a las prácticas homosexuales, o forme parte de una asociación delictuosa, la sanción a imponer será de ocho a dieciséis años de prisión y multa de seiscientos a dos mil veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización.

Si además de los delitos previstos en este capítulo resultare cometido otro, se aplicarán las reglas del concurso.

109.
Fecha en que surtirá efectos la invalidez. Conforme a lo dispuesto en el artículo 45, en relación con el 73, de la Ley Reglamentaria, este Tribunal Pleno está facultado para determinar la fecha en la que producirán sus efectos las sentencias que dicte en este medio de control constitucional.

110.
Del análisis de la historia legislativa de las porciones normativas cuya invalidez se declara, este Tribunal Pleno advierte que su incorporación al orden jurídico estatal fueron, por un lado, desde la expedición del propio Código Penal para el Estado de Tamaulipas, publicado el veinte de diciembre de mil novecientos ochenta y seis, en cuyo artículo 193 se incluyó la expresión “o a las prácticas homosexuales” y, por otro, a partir de la reforma publicada el cinco de junio de mil novecientos noventa y nueve —mediante la cual se incorporó al artículo 192 la referencia al “homosexualismo”—.

111.
Por lo tanto, la inconstitucionalidad declarada recae sobre disposiciones penales cuya vigencia se ha mantenido desde su incorporación inicial al sistema jurídico estatal, lo que impone a esta Suprema Corte el deber de atender a su origen normativo para efectos de determinar adecuadamente el momento a partir del cual han de surtir efectos las declaraciones de invalidez.

112.
En atención a lo anterior y al tratarse de una norma de naturaleza penal, las declaraciones de invalidez de la porción normativa “el homosexualismo”, prevista en el primer párrafo del artículo 192 y la porción normativa “o a las prácticas homosexuales,” prevista en el segundo párrafo del artículo 193 surtirán efectos retroactivamente al seis de junio de mil novecientos noventa y nueve y al primero de enero de mil novecientos ochenta y siete, respectivamente, en que entraron en vigor las normas invalidadas y a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Tamaulipas.

113.
Para el eficaz cumplimiento de la decisión alcanzada, también deberá notificarse al titular del Poder Ejecutivo, a la Fiscalía General y al Tribunal Superior de Justicia, todos del Estado de Tamaulipas, así como al Pleno Regional en Materia Penal de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, a los Tribunales Colegiados en Materia Penal, al de Apelación y al Unitarios del Décimo Noveno Circuito, a los Centros de Justicia Penales Federales y a los Juzgados de Distrito en Materia Penal en esa entidad federativa.

VIII. DECISIÓN

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad.

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 192, párrafo primero, en su porción normativa ‘el homosexualismo’, del Código Penal del Estado de Tamaulipas, reformado mediante el Decreto No. 65-825, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veinte de marzo de dos mil veinticuatro.

TERCERO. Se declara la invalidez, por extensión, del artículo 193, párrafo segundo, en su porción normativa ‘o a las prácticas homosexuales’, del Código Penal del Estado de Tamaulipas.

CUARTO. Las declaratorias de invalidez decretadas surtirán sus efectos retroactivos a la entrada en vigor de los preceptos referidos, a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Tamaulipas.

QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Tamaulipas, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra apartándose de la metodología, Espinosa Betanzo apartándose de la metodología, Ríos González, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama con consideraciones adicionales, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía apartándose de la metodología, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez del artículo 192, párrafo primero, en su porción normativa ‘el homosexualismo’, del Código Penal del Estado de Tamaulipas. Las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo y Figueroa Mejía anunciaron sendos votos concurrentes.

Se aprobó por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del apartado VII, relativo a los efectos, consistente en: 1) declarar la invalidez, por extensión, del artículo 193, párrafo segundo, en su porción normativa “o a las prácticas homosexuales”, del Código Penal del Estado de Tamaulipas y 2) determinar que las declaratorias de invalidez decretadas surtan efectos retroactivos al momento de la entrada en vigor de las normas cuestionadas.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados. Doy fe.

Firman el Ministro Presidente y el Ministro Ponente, con el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministro Arístides Rodrigo Guerrero García.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Licenciado Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copias fotostática constante de veinticuatro fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 86/2024, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del nueve de diciembre de dos mil veinticinco. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veintiséis de marzo de dos mil veintiséis.- Rúbrica.

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA SARA IRENE HERRERÍAS GUERRA EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 86/2024

En sesión de nueve de diciembre de dos mil veinticinco, el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió el asunto citado al rubro promovido por la Comisión Nacional de Derechos Humanos impugnando la porción normativa “el homosexualismo” prevista en el primer párrafo del artículo 192 del Código Penal para el Estado de Tamaulipas.

Por unanimidad de votos, las personas Ministras determinaron declarar la invalidez de dicha porción, así como la invalidez por extensión del artículo 193, párrafo segundo, en su porción normativa “o a las prácticas homosexuales”, del Código Pena para el Estado de Tamaulipas al considerar que eran contrarios al principio de igualdad y no discriminación; cuestión que compartí.

Sin embargo, emito el presente voto concurrente porque en mi opinión, la porción normativa al basarse en una categoría sospechosa, como lo es la orientación o preferencia sexual, pudo ser analizada mediante un test de escrutinio estricto, conforme a la jurisprudencia 1a./J. 87/2015 (10a.) de rubro “CONSTITUCIONALIDAD DE DISTINCIONES LEGISLATIVAS QUE SE APOYAN EN UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA. FORMA EN QUE DEBE APLICARSE EL TEST DE ESCRUTINIO ESTRICTO”1.

Esto porque las disposiciones normativas que se apoyan en una categoría sospechosa mencionadas en el artículo 1° de la Constitución Federal, como pueden ser origen étnico, nacionalidad, género, la edad, las discapacidades, condiciones sociales, las condiciones de salud, religión, preferencias sexuales, estado civil, deben analizarse bajo un escrutinio estricto, es decir, examinarse si se cumple con una finalidad constitucionalmente válida; si la medida es idónea y necesaria.

Conforme a lo anterior, emito el presente voto concurrente.

Atentamente

Ministra Sara Irene Herrerías Guerra.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente que formula la señora Ministra Sara Irene Herrerías Guerrero, en relación con la sentencia del nueve de diciembre de dos mil veinticinco, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 86/2024, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación. Ciudad de México, a veintiséis de marzo de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 86/2024.

1.
En la sesión celebrada el nueve de diciembre de dos mil veinticinco, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y declaró la invalidez del artículo 192, párrafo primero, en la porción normativa “el homosexualismo” y, por extensión de efectos, la invalidez del artículo 193, párrafo segundo, en su porción normativa “o a las prácticas homosexuales”, ambos del del Código Penal del Estado de Tamaulipas.

2.
El planteamiento central analizado fue determinar si la norma impugnada vulneraba el derecho a la igualdad y no discriminación, el libre desarrollo de la personalidad, la seguridad jurídica y el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, dado que la conducta sancionada por el legislador, como delito de corrupción de menores e incapaces, consistía en reclutar, obligar o inducir a los menores de edad en la práctica de la homosexualidad.

3.
En la sesión pública, expresé mi voto a favor del proyecto, apartándome de la metodología y por razones adicionales. El presente voto desarrolla mi intervención.

I. Consideraciones adicionales

4.
Mi votó fue a favor del proyecto porque coincidí en la invalidez de la porción normativa reclamada y la extensión de sus efectos. Sin embargo, en mi opinión, la norma sometida a control debía sujetarse a un escrutinio estricto porque establecía un trato diferenciado para las personas con orientación homosexual, el cual resultaba violatorio al artículo 1° de la Constitución General.

5.
El delito de corrupción de menores e incapaces previsto en el artículo 192 reclamado establecía que: “comete el delito de corrupción la persona que reclute, obligue o induzca a personas menores de dieciochos años o a quien no tenga la capacidad de comprender el significado del hecho, a la práctica del ‘homosexualismo’”. Por su parte, el artículo 193 establecía que la sanción impuesta al responsable de este delito incrementaría si debido a la conducta reiterada de corrupción el menor se dedicaba a las “prácticas homosexuales”.

6.
Tal como lo reconoce la sentencia, la norma sometida a control establece un trato diferenciado para las personas que tengan una orientación homosexual, que es una categoría prohibida por el artículo primero constitucional. De ese modo, considero que la norma tendría que haber sido analizada bajo un escrutinio estricto.

7.
Siguiendo esa metodología, el primer paso en el análisis de la constitucionalidad de la norma sería analizar si la medida legislativa busca conseguir un fin constitucionalmente importante.

8.
La norma que estamos analizando no consigue superar esta primera grada de escrutinio porque nuestra Constitución se funda en la dignidad humana y la protección de nuestras libertades más elementales, como por ejemplo, la de no ser penalizado por una determinada orientación sexual. Esta premisa no sólo es discriminatoria, sino que se basa en la concepción anticuada y equivocada de que la orientación sexual es una elección consciente de las personas que puede ser moldeada por actos puramente externos de personas ajenas al individuo.

9.
Bajo esta metodología, estimo que la porción normativa sometida a control violaba de manera evidente la prohibición de discriminar con base en la orientación sexual de las personas, contenida en el artículo 1° constitucional, la cual era razón suficiente para declarar su invalidez.

Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía.- Firmado electrónicamente.
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� Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por:


c) El Ejecutivo Federal, por conducto del Consejero Jurídico del Gobierno, en contra de normas generales de carácter federal y de las entidades federativas;


� Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; (…)


� Segundo. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución: (…)


II. Las acciones de inconstitucionalidad, previstas en el artículo 105, fracción II, de la CPEUM, así como los recursos interpuestos en éstas. (…)


� Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. [...]


� Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: (…)


g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. (…)


� Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario.


� Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: (…)


XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y (…)
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